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Doctora 
LILIA YANETH ALVAREZ QUIROZ  
JUZGADO SEXTO (06°) ADMINISTRATIVO ORAL DE BARRANQUILLA  
E.      S.      D. 
 
Ref.: Medio de Control: REPARACIÓN DIRECTA 
         Actor: FEDERICO GUILLERMO RODRIGUEZ Y OTROS   
         Radicado: 08-001-33-33-006-2022-00045-00 
 

 
 
     
YEIMI ALEJANDRA NAVAS SUAREZ, identificada con la cédula de ciudadanía número 
1.098.286.458, Expedida en el Municipio de Matanza, Santander, con Tarjeta Profesional 
número 333.550 del Consejo Superior de la Judicatura, en mi calidad de apoderada 
ESPECIAL DE LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, de conformidad al poder que 
acompaño y sus anexos otorgado por la Directora Jurídica de la entidad, quien ostenta la 
calidad de representante legal con base en la delegación realizada por el señor Fiscal 
General de la Nación mediante Resolución No. 0-0303 del 20 de marzo del 2018, por 
medio del presente escrito me permito presentar contestación de la demanda impetrada 
por el señor FEDERICO GUILLERMO RODRIGUEZ Y OTROS, a través de su 
apoderado en los siguientes términos: 
 

A LOS HECHOS DE LA DEMANDA: 
 
Con relación a los veintiún (21) hechos narrados por el apoderado del señor FEDERICO 
GUILLERMO RODRIGUEZ Y OTROS, me permito manifestar que no me constan, toda 
vez que con el traslado de la demanda no se allegaron las probanzas de los mismos, razón 
por la que me atengo a lo que de ellos resulte probado en legal forma dentro de este 
proceso administrativo, guarden relación con las pretensiones del libelo demandatorio y 
comprometan la responsabilidad administrativa y patrimonial de la Entidad que 
represento. 
 

OBJECIÓN CUANTIA: 
 

De acuerdo con las pretensiones económicas del actor, me permito manifestar con base 
en lo señalado en el artículo 167 del CGP que le corresponde al actor probar los 
presupuestos de sus pretensiones, porque no basta solo con hacer mención de los 
mismos, sino que se deben aportar las pruebas que soporten la solicitud en cuestión. 
 
Por lo anteriormente expuesto es que se solicita a la señora Juez que ordene la regulación 
de dichos perjuicios con base en las pruebas aportadas con el libelo introductorio si hay 
lugar a ello. 
 

PRETENSIONES DE LA PARTE ACCIONANTE: 
 
La parte actora solicita se declare administrativamente y patrimonialmente responsables a 
la NACION –FISCALIA GENERAL DE LA NACION – RAMA JUDICIAL SECCIONAL 
BARRANQUILLA, por los perjuicios materiales e inmateriales ocasionados al señor 
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FEDERICO GUILLERMO RODRIGUEZ Y OTROS, con ocasión de la privación de la 
libertad de la que fue objeto.  
 
Como consecuencia de la anterior declaración CONDÉNESE a la NACION –FISCALIA 
GENERAL DE LA NACION – RAMA JUDICIAL SECCIONAL BARRANQUILLA, a 
indemnizar a los demandantes o a quien represente sus derechos los perjuicios causados 
con la privación de la libertad del señor FEDERICO GUILLERMO RODRIGUEZ Y 
OTROS. 
 
Es de anotar, que me opongo a la prosperidad de todas y cada una de las pretensiones de 
la parte actora en el entendido que no existe prueba fehaciente y contundente que 
demuestre la presunta falla en el servicio deprecada por la parte accionante en su libelo 
introductorio y las pruebas allegadas hasta esta instancia procesal. 
 

RAZONES DE LA DEFENSA: 
 
Al respecto, fuerza señalar señora Juez que en el sub judice no se configuran 
los supuestos esenciales que permitan estructurar ninguna clase de 
responsabilidad en cabeza de mí representada por las siguientes razones: 
 
Para la jurisprudencia de la sección tercera, corresponde analizar los elementos de la 
responsabilidad patrimonial del estado como son, el daño y la imputación, bajo el régimen 
de falla en el servicio y de no lograrse la causalidad, proceder a indagar si se dan los 
supuestos del daño especial o el riesgo excepcional, toda vez que a diferencia del régimen 
de la nulidad donde impera el principio de la justicia rogada, el régimen aplicable al caso 
concreto, es el IURA NOVIT CURIA, por ende se debe entrar a determinar la ocurrencia o 
existencia de tales elementos. 

 

El Consejo de Estado, en relación con la responsabilidad del Estado, ha señalado que la 
Carta Política de 1991 produjo su "constitucionalización" erigiéndola como garantía de los 
derechos e intereses de los administrados y de su patrimonio, sin distinguir su condición, 
situación e interés. Como bien se sostiene en la doctrina: 
 

"La responsabilidad de la Administración, en cambio, se articula como una garantía de los 
ciudadanos, pero no como una potestad; los daños cubiertos por la responsabilidad 
administrativa no son deliberadamente causados por la Administración por exigencia del 
interés general, no aparecen como un medio necesario para la consecución del fin público" 

 

Según lo prescrito en el artículo 90 de la Constitución, la cláusula general de la 
responsabilidad extra contractual del Estado tiene como fundamento la determinación de 
un daño antijurídico causado a un administrado y la imputación del mismo a la 
administración pública tanto por la acción, cómo por la omisión, bien sea bajo los criterios 
de falla en el servicio, daño especial, riesgo excepcional u otro. 
 
Por otra parte, la jurisprudencia constitucional ha sostenido en numerosos 
pronunciamientos que el carácter del derecho a la libertad personal no es absoluto, y se 
encuentra supeditado a privaciones y restricciones temporales. Bajo tal presupuesto se 
tiene que las privaciones legítimas a la libertad se presentan regularmente en el marco del 
proceso penal, bajo la forma de sanciones contra el acusado, como consecuencia de su 
declaratoria de responsabilidad penal. No obstante, también en el trámite de la actuación 
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el Estado puede entrar a restringir la libertad personal a través de decisiones cautelares, 
denominadas medidas de aseguramiento transitorias.  
 
 
EL DERECHO A LA LIBERTAD INDIVIDUAL  
 
Dentro del catálogo de derechos contenido en la Constitución Nacional, la garantía de la 
libertad ocupa un especial e importantísimo lugar, esto es, la posición de derecho 
fundamental cuya eficacia emerge como el hilo conductor de todo el ordenamiento 
democrático y vincula a todas las manifestaciones del poder público y fundamentalmente, 
al juez de responsabilidad extracontractual del Estado a quien se le impone el velar por la 
reparación integral de los perjuicios.  
 
Es por esto, que la limitación o restricción al derecho de libertad lleva consigo la 
configuración de un daño antijurídico que, en principio, el ciudadano no está obligado a 
soportar, en tanto no haya una razón jurídica que imponga tal carga, como es la 
comisión de una conducta punible, caso en el cual el particular puede ser 
restringido o privado del ejercicio de la libertad.  
 
Así, el legislador ha estipulado las medidas de aseguramiento como medio para efectivizar 
los presupuestos penales, siendo tal una decisión enmarcada en el trámite cautelar de 
salvaguarda de intereses comunes a la diligencia procesal, específicamente el velo de las 
disposiciones adoptadas en el curso del asunto, la seguridad de comparecencia del 
procesado a los espacios que se le convoque y la tranquilidad social. 
 
En ese orden de ideas, en jurisprudencia proferida por el máximo órgano de la 
jurisdicción, al estudiar casos como el que ahora nos ocupa donde se ventila la privación 
de la libertad de una persona, se expuso la siguiente reflexión: 
 

"(...) Así las cosas, se insiste, resultaría incoherente que el Estado tuviera que 
indemnizar automática o indefectiblemente por una privación de la libertad 
impuesta, incluso, por la aplicación del mencionado sustento constitucional, 
pues para nada es lógico y sí más bien es absurdo pensar y aceptar que la 
propia Constitución Política exige a la Fiscalía adoptar -o solicitar al Juez- 
medidas de aseguramiento, como la detención domiciliaria o la detención 
preventiva u otras que en las voces de la jurisprudencia de esta Corporación- 
implican la pérdida jurídica de la libertad, como, por ejemplo, la prohibición de salir 
del país4 (art. 388 del antiguo C.P.P.), para garantizar la comparecencia del investigado al 
proceso -como lo exigen las normas transcritas- y que dicho organismo, sin embargo, por 
satisfacer ese deber y por obedecer el mandato que le imponía el artículo 6 del derogado 
Decreto 2700 de 1991 -el cual establecía que los funcionarios judiciales debían someterse 
al imperio de la Constitución y de la Ley-, se vea obligado a pagar indemnizaciones cuando 
deba levantar la medida, la cual, como se vio unos párrafos atrás, para nada implica la 
imposición de una sanción o condena. 
 
En ese sentido, la Sala considera pertinente apartarse de la tesis jurisprudencial que hasta 
ahora ha sostenido en torno al tema, máxime que al amparo de ella no sólo se vienen 
produciendo condenas cuando el hecho no existió, o no constituyó delito, o la persona 
privada de la libertad no lo cometió, sino que también se ha condenado en todos los 
demás eventos en los que se dispuso la detención preventiva, pero el proceso penal no 
culminó con una condena, exceptuando, eso sí, los casos en los que se ha observado que 
el daño alegado fue causado por el obrar doloso o gravemente culposo de la propia 
víctima. 
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En otras palabras, bajo la óptica de la actual posición jurisprudencial, basta que haya una 
privación de la libertad y que el proceso penal no culmine en condena, cualquiera que sea 
la razón, para que quien la sufre se haga merecedor de recibir una indemnización, así la 
medida de aseguramiento de la que fue objeto se haya ajustado a derecho y a 
pesar, incluso, de las previsiones de los artículos 90 de la Constitución Política, 
de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 68 de la Ley 270 de 
1996, esto es, sin importar que el daño producto de ella (la privación de la 
libertad) sea antijurídico o no (se parte de la base de que ella es per se 
antijurídica) y casi que sin reparar en si fue la conducta del investigado la que 
llevó a su imposición. 
 
(…) 
 
Así las cosas y como al tenor de los pronunciamientos de esta Sala la privación de la 
libertad de una persona puede ser imputada al Estado siempre y cuando ella no haya 
incurrido, bajo la perspectiva de lo civil, en culpa grave o dolo civil, es menester 
determinar si, a la luz del artículo 63 del Código Civil, la conducta de quien fue privado de 
la libertad se puede considerar como tal y si, por consiguiente, fue esa persona quien dio 
lugar a la apertura del respectivo proceso penal y a la imposición de la medida de 
aseguramiento de detención preventiva cuyos perjuicios subsecuentes pretende le sean 
resarcidos. 
 
En consecuencia, procede la Sala a modificar y a unificar su jurisprudencia en relación con 
los casos cuya litis gravita en torno a la responsabilidad patrimonial del Estado por 
privación de la libertad, en el sentido de que, en lo sucesivo, cuando se observe que el 
juez penal o el órgano investigador levantó la medida restrictiva de la libertad, 
sea cual fuere la causa de ello, incluso cuando se encontró que el hecho no 
existió, que el sindicado no cometió el ilícito o que la conducta investigada no 
constituyó un hecho punible, o que la desvinculación del encartado respecto del 
proceso penal se produjo por la aplicación del principio in dubio pro reo, será 
necesario hacer el respectivo análisis a la luz del artículo 90 de la Constitución 
Política, esto es, identificar la antijuridicidad del daño. 
 
Adicionalmente, deberá el juez verificar, imprescindiblemente, incluso de oficio, 
si quien fue privado de la libertad actuó, visto exclusivamente balo la óptica del 
derecho civil, con culpa grave o dolo, y si con ello dio lugar a la apertura del 
proceso penal y a la subsecuente imposición de la medida de aseguramiento de 
detención preventiva. 
 
Si el juez no halla en el proceso ningún elemento que le indique que quien 
demanda incurrió en esa clase de culpa o dolo, debe establecer cuál es la 
autoridad u organismo del Estado llamado a reparar el daño. 
 
El funcionario judicial, en preponderancia de un juicio libre y autónomo y en 
virtud del principio iura novit curia, puede encausar el análisis del asunto bajo 
las premisas del título de imputación que considere pertinente, de acuerdo con 
el caso concreto y deberá manifestar de forma razonada los fundamentos que le 
sirven de base para ello. (…)” 

 
En igual sentido, es de tener en cuenta la jurisprudencia del Consejo de Estado al respecto 
y las sentencias de unificación de la honorable corte constitucional SU-037 de 1996 y SU-
072 DE 2018, donde se dejó sentado lo siguiente: 
 
Consejo de Estado - Sección Tercera con Exp. 30134, argumenta que:  
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“Debe, sin duda, plantearse un juicio de imputación en el que demostrado el daño 
antijurídico, deba analizarse la atribución fáctica y jurídica en tres escenarios: peligro, 
amenaza y daño. En concreto, la atribución jurídica debe exigir la motivación razonada, sin 
fijar un solo criterio de motivación de la imputación en el que deba encuadrarse la 
responsabilidad extracontractual del Estado[1], sino que cabe hacer el proceso de examinar 
si procede encuadrar, en primer lugar, en la falla en el servicio sustentada en la vulneración 
de deberes normativos[2], que en muchas ocasiones no se reducen al ámbito negativo, sino 
que se expresan como deberes positivos en los que la procura o tutela eficaz de los 
derechos, bienes e intereses jurídicos es lo esencial para que se cumpla con la cláusula del 
Estado Social y Democrático de Derecho; en caso de no poder hacer su encuadramiento en 
la falla en el servicio, cabe examinar si procede en el daño especial, sustentado en la 
argumentación razonada de cómo (probatoriamente) se produjo la ruptura en el equilibrio 
de las cargas públicas; o, finalmente, si encuadra en el riesgo excepcional.” 

 
Sentencia C-037 del 5 de febrero de 1996, donde se prescribe que: 
  

(…) 
  
"…el término "injustamente" se refiere a una actuación abiertamente desproporcionada y 
violatoria de los procedimientos legales de forma tal que se torne evidente que la privación 
de la libertad no ha sido ni apropiada, ni razonada ni conforme a derecho sino abiertamente 
arbitraria.  
  
Si ello no fuese así, entonces se estaría permitiendo que en todos los casos en que una 
persona fuese privada de la libertad y considerase en forma subjetiva, aún de mala fe, que 
su detención es injusta, procedería en forma automática la reparación de los perjuicios, con 
grave lesión del patrimonio del Estado, que es el común de todos los asociados." 
  
"… una falta por parte del administrador de justicia que conlleve responsabilidad patrimonial 
del Estado, debe ser estudiada desde una perspectiva funcional, esto es, bajo el entendido 
de que al juez, por mandato de la Carta política, se le otorga una autonomía y una libertad 
para interpretar los hechos que se someten a su conocimiento y así mismo, aplicar las 
normas constitucionales o legales que juzgue apropiadas para la resolución del respectivo 
conflicto jurídico (Art.228 C.P.). Dentro de este orden de ideas, se insiste, es necesario que 
la aplicabilidad del error jurisdiccional parta de ese respeto, hacia la autonomía funcional del 
juez". 

  
Sentencia SU 072 de 2018 de acuerdo al comunicado No. 25 del 5 de julio de 
2008, en la que se expuso:  
  

“(…) 
 

La Sala Plena de la Corte Constitucional ratificó que el artículo 90 de la Constitución Política 
no establece un régimen de imputación estatal especifico, como tampoco lo hacen el artículo 
68 de la Ley 270 de 1996 y la Sentencia C-037 DE 1996, cuando el hecho que origina el 
presunto daño antijurídico es la privación de la libertad, en atención que tanto la Corte 
Constitucional como el Consejo de estado han aceptado que el juez administrativo, en 
aplicación del principio iura novit curia, deberá establecer el régimen de imputación a partir 
de las particularidades de cada caso; luego, definir una formula automática, rigurosa e 
inflexible para el juzgamiento del Estado en los casos de privación injusta de la libertad 
contraviene el entendimiento del artículo 68 de la Ley 270 de 1996 y de paso el régimen 
general de responsabilidad previsto en el artículo 90 de la Constitución Política… 
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Concluye la Corte que determinar, como fórmula rigurosa e inmutable, que cuando 
sobrevenga la absolución por no haberse desvirtuado la presunción de inocencia –aplicación 
del principio INDUBIO PRO REO-, el estado debe ser condenado de manera automática, a 
partir de un título de imputación objetivo , sin que medie un análisis previo del juez que 
determine si la decisión que restringió preventivamente la libertad fue inapropiada, 
irrazonable, desproporcionada o arbitraria, transgrede el precedente constitucional fijado por 
la Sala Plena –con ocasión del control integral y automático de constitucionalidad de la que 
sería la Ley 270 de 1996- concretamente en la Sentencia C-037 de 1996(…)” 

 
No obstante, se tiene que la Corte Constitucional, en el curso de estudio de 
constitucionalidad del artículo 68 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia, 
sostuvo que en los casos de privación injusta de la libertad debe verificarse la 
proporcionalidad y razonabilidad de la actuación que dio origen a la medida restrictiva de 
este derecho fundamental a la libertad, debido a que no resulta viable la reparación 
automática de los perjuicios en tales circunstancias.  
 

“Este artículo, en principio, no merece objeción alguna, pues su fundamento constitucional 
se encuentra en los artículos 6o, 28, 29 y 90 de la Carta. Con todo, conviene aclarar que el 
término ‘injustamente’ se refiere a una actuación abiertamente desproporcionada y violatoria 
de los procedimientos legales, de forma tal que se torne evidente que la privación de la 
libertad no ha sido ni apropiada, ni razonada ni conforme a derecho, sino abiertamente 
arbitraria. Si ello no fuese así, entonces se estaría permitiendo que en todos los casos en 
que una persona fuese privada de su libertad y considerase en forma subjetiva, aún de mala 
fe, que su detención es injusta, procedería en forma automática la reparación de los 
perjuicios, con grave lesión para el patrimonio del Estado, que es el común de todos los 
asociados. Por el contrario, la aplicabilidad de la norma que se examina y la consecuente 
declaración de la responsabilidad estatal a propósito de la administración de justicia, debe 
contemplarse dentro de los parámetros fijados y teniendo siempre en consideración el 
análisis razonable y proporcionado de las circunstancias en que se ha producido la 
detención”. 

 
En efecto, la Sección Tercera Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, 
en sentencia del 6 de agosto de 2020, dentro de actuación surtida en el expediente 
radicado bajo número: 66001-23-31-000-2011-00235-01 (46.947) en cumplimiento de la 
sentencia de tutela proferida el 15 de noviembre de 2019, por la Subsección B de la 
Sección Tercera de la Corporación, al respecto sostuvo lo siguiente:  
 

“(…) el carácter injusto de la privación de la libertad debe analizarse a la luz de los criterios 
de razonabilidad, proporcionalidad y legalidad de la medida de aseguramiento, de ahí que se 
deba determinar en cada caso si existía o no mérito para proferir decisión en tal sentido, 
pues de no serlo, se puede llegar a comprometer la responsabilidad del Estado.”  

 
En consonancia con lo antes reseñado, la Corte Constitucional en reciente 
pronunciamiento de unificación SU-072, sostuvo que ni el artículo 90 de la Constitución 
Política, ni el artículo 68 de la Ley 270 de 1996, ni la sentencia C-037 de 1996, establecen 
un régimen de responsabilidad específico aplicable en los eventos de privación de la 
libertad; por lo cual es el juez quien teniendo en cuenta las particularidades de cada caso, 
debe efectuar un análisis para establecer si la privación de la libertad fue apropiada, 
razonable y/o proporcionada, esto es, si la misma fue o no justificada.  
 

“En el caso de la privación injusta de la libertad la Corte, ciñéndose exclusivamente al texto 
normativo y teniendo en cuenta las dos premisas señaladas, esto es, que el artículo 90 de la 
Constitución no define un título de imputación y que, en todo caso, la falla en el servicio es 
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el título de imputación preferente, concluyó en la sentencia C-037 de 1996 que el significado 
de la expresión ‘injusta’ necesariamente implica definir si la providencia a través de la cual 
se restringió la libertad a una persona mientras era investigada y/o juzgada fue 
proporcionada y razonada, previa la verificación de su conformidad a derecho …”  

 
De lo anteriormente reseñado se infiere que la Sección Tercera del Consejo de Estado en 
cuanto a hipótesis de eventos donde se discute la responsabilidad de la administración por 
privación injusta de la libertad, tiende a no privilegiar ningún régimen de imputación – 
objetivo o subjetivo-, acogiendo las reglas de unificación de la Corte Constitucional y 
según el cual es necesario verificar el grado de razonabilidad y proporcionalidad de la 
providencia a través de la cual se restringió la libertad a una persona mientras era 
investigada y/o juzgada, previa verificación de su conformidad a derecho.  
 
“ 
Descendiendo los argumentos ut supra, tenemos que la actuación de la Fiscalía General de 
la Nación, se surtió de conformidad con la Constitución Política y las disposiciones 
sustanciales y procedimentales vigentes para la época de los hechos (Ley 906/2004), 
actuación de la cual no es ajustado a derecho predicar un defectuoso funcionamiento de la 
administración de justicia, ninguna clase de error, falta de legitimación, ni mucho menos 
privación injusta de la libertad del señor FEDERICO GUILLERMO RODRIGUEZ.  
 
Es preciso recordar que la Fiscalía General de la Nación fue creada por inspiración 
constitucional, teniendo precisas funciones que cumplir, las que además se determinan 
entre otros ordenamientos en el estatuto procedimental penal. 
 
En el derecho colombiano, la regla general consiste en que las obligaciones a cargo de la 
administración, como consecuencia del principio constitucional contenido en el Artículo 6°, 
deben ser determinadas, especificadas por las leyes o los reglamentos que se expidan 
para precisar las funciones que a cada organismo administrativo corresponda ejecutar. 

 
En este orden de ideas, la Fiscalía General de la Nación, en el caso en estudio, obró de 
conformidad con lo establecido en el Artículo 250 de la Carta, que para la época de los 
hechos señaló sus funciones, recordemos: 

 
“...ARTICULO 250.- Modificado. A. L. 3/2002, art. 2º.  
 
La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción 
penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de 
un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición especial, 
querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y circunstancias 
fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  No podrá, en consecuencia, 
suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca 
la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de la política 
criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad por parte del juez que 
ejerza las funciones de control de garantías.  Se exceptúan los delitos cometidos por 
miembros de la fuerza pública en servicio activo y en relación con el mismo servicio. 
 
En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas 

necesarias que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal, 
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la conservación de la prueba y la protección de la comunidad, en especial, de 
las víctimas. 
 
El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en 
ningún caso, el juez de conocimiento, en aquellos asuntos en que haya 
ejercido esta función.  
 
La ley podrá facultar a la Fiscalía General de la Nación para realizar 
excepcionalmente capturas; igualmente, la ley fijará los límites y eventos en 
que proceda la captura.  En estos casos el juez que cumpla la función de 
control de garantías lo realizará a más tardar dentro de las treinta y seis (36) 
horas siguientes. (…) 
 

4. Presentar escrito de acusación ante el juez de conocimiento, con el fin de dar inicio a un 
juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado y con 
todas las garantías. 

 
5. Solicitar ante el juez de conocimiento la preclusión de las investigaciones cuando según 

lo dispuesto en la ley no hubiere mérito para acusar. 
 

6. Solicitar ante el juez de conocimiento las medidas judiciales necesarias para la asistencia 
a las víctimas, lo mismo que disponer el restablecimiento del derecho y la reparación a los 
afectados con el delito.  (…) 

 
9. Cumplir las demás funciones que establezca la ley. 
 
El fiscal general y sus delegados tienen competencia en todo el territorio nacional. 
 
En el evento de presentarse escrito de acusación, el fiscal general o sus delegados deberán 
suministrar, por conducto del juez de conocimiento, todos los elementos probatorios e 
informaciones de que tenga noticia incluidos los que sean favorables al procesado…”.  
(Negrillas y subrayas fuera de texto). 

  
La disposición antes transcrita se encuentra desarrollada tanto en la norma sustancial 
como en la de procedimiento Penal, el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la 
Nación, y demás normas concordantes y procedimentales vigentes para la época de los 
hechos. Veamos: 

 
La ley 906 de 2004, por la cual se expidió en nuevo Código de Procedimiento Penal, 
establece en el artículo 306:  
 

“Solicitud de imposición de medida de aseguramiento. El fiscal solicitará al juez de 
control de garantías imponer medida de aseguramiento, indicando la persona, el 
delito, los elementos de conocimiento necesarios para sustentar la medida y su urgencia, los 
cuales se evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la controversia pertinente. 
 
Escuchados los argumentos del fiscal, Ministerio Público y defensa, el juez emitirá 
su decisión. 
 
La presencia del defensor constituye requisito de validez de la respectiva audiencia”. 

 
Así mismo establece, en el artículo 308.  
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“Requisitos. El juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o 
de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales 
probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos 
legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de 
la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes 
requisitos: 
 

1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el 
imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia. 

2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima. 
3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la 

sentencia”. (negrillas fuera de texto) 

 
De lo anterior es ajustado a derecho colegir que la Fiscalía General de la Nación en su 
actuar dentro de la investigación adelantada en contra del señor FEDERICO 
GUILLERMO RODRIGUEZ, obró de conformidad con la obligación y funciones 
establecidas en el Artículo 250 de la Carta Política; las disposiciones legales, dentro de 
éstas el Estatuto Orgánico de la Fiscalía General de la Nación y las disposiciones tanto 
sustanciales como procedimentales penales vigentes para la época de los hechos.  
 

Aquí es necesario remitirnos nuevamente a lo previsto en el artículo 250.-de la C.P.  
Modificado por el A. L. 3/2002, art. 2º, el que establece como obligación de la Fiscalía 
la de “….realizar la investigación de los hechos que revistan las características 
de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de denuncia, petición 
especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien suficientes motivos y 
circunstancias fácticas que indiquen la posible existencia del mismo.  No podrá, 
en consecuencia, suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en los 
casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad regulado 
dentro del marco de la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de 
legalidad por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías.  Se 
exceptúan los delitos cometidos por miembros de la fuerza pública en servicio activo y en 
relación con el mismo servicio” 

 
Así mismo, la Ley 906 de 2004, nuevo Código de Procedimiento Penal, establece en el 
artículo 306, que la Solicitud de imposición de medida de aseguramiento se hará 
por El fiscal al juez de control de garantías, indicando la persona, el delito, los 
elementos de conocimiento necesarios para sustentar la medida y su urgencia, los cuales 
se evaluarán en audiencia permitiendo a la defensa la controversia pertinente. 
 
Y a renglón seguido establece, la citada ley, la obligación del juez de control de garantías 
de emitir la decisión de imponer o no imponer la medida solicitada, una vez 
escuchados los argumentos del fiscal, Ministerio Público y defensa.  
 
Otro de los requisitos que ordena la Ley 906 de 2004, para legitimar la imposición de la 
medida de aseguramiento y dar validez a la respectiva audiencia, es la presencia del 
defensor. Requisitos todos que se reunieron en el presente caso. 
 
Señora Juez, es conveniente señalar que de acuerdo a las normas antes citadas, le 
corresponde a la Fiscalía adelantar la investigación, para de acuerdo con la prueba obrante 
en ese momento procesal, solicitar, como medida preventiva la detención del sindicado, 
correspondiéndole al Juez de garantías estudiar dicha solicitud, analizar las pruebas 
presentadas por la Fiscalía, y decretar las que estime procedentes,  para luego si 
establecer la viabilidad o no de decretar la medida de aseguramiento, es decir, que en 
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últimas, si todo se ajusta a derecho, es el juez de garantías quien decide y decreta la 
medida de aseguramiento a imponer. 
 
En el presente caso, tal y como ya se indicó, el Juez consideró que se daban los 
requisitos exigidos por la norma procedimental y conforme al caudal de 
elementos probatorios allegados a la investigación, legalizó la captura del aquí 
demandante y le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva.  
 
Por otra parte y a fin de establecer si la privación del demandante es imputable a la 
Nación, debe precisarse si la absolución se enmarcaba en alguno de los supuestos 
contemplados en la ley, y para ello se debe analizar las circunstancias que rodearon la 
investigación, el fundamento de la absolución, los eximentes de responsabilidad que 
pudiesen estar probados en el proceso y si la Fiscalía General de la Nación 
actuó o no en cumplimiento de su deber constitucional y legal. 
 
Señora Juez, para efectos del fallo correspondiente es de tenerse en cuenta que para 
imputar responsabilidad a la Fiscalía General de la Nación es preciso combinar unas 
circunstancias previstas en el marco legal Colombiano, fundamentalmente el Artículo 90 de 
la Carta Política, una acción o una omisión, donde participe activamente uno de sus  
agentes; un daño, como consecuencia de lo anterior, y un nexo causal entre el hecho, la 
omisión y el daño; lo que en el sub judice no se configura, ni mucho menos se prueba.  
 
No obstante, todo lo anteriormente expuesto, respetuosamente me permito proponer las 
siguientes excepciones que están llamadas a prosperar teniendo en cuenta los 
presupuestos de hecho y de derecho de la presente litis:  

 
EXCEPCIONES: 

 
INEXISTENCIA DEL DAÑO ANTIJURIDICO:  
La preclusión proferida en favor del señor FEDERICO GUILLERMO RODRIGUEZ, 
significa el cumplimiento por parte de cada uno de los funcionarios que participó dentro 
del proceso de sus funciones contempladas en la Ley 906 de 2004. Se hace claridad sobre 
los roles que cumple la policía judicial, los fiscales y los jueces, así:  
 
1. Se comienza el proceso con el conocimiento de la probable ocurrencia de una conducta 
delictiva y a la policía judicial le corresponde realizar “actos de indagación o investigación” 
(artículo 205 de la Ley 906 de 2004).   
 
2. El resultado debe ponerse en conocimiento del fiscal que dirige la investigación, quien 
debe adelantar el plan metodológico, en el cual se deben establecer los objetivos de la 
investigación teniendo en cuenta la naturaleza de la “hipótesis delictiva”.   
 
3. Recolectadas las pruebas, se presenta formulación de imputación (artículo 286 de la Ley 
906).  En esta etapa es que se puede afirmar que inicia la investigación, en la cual, tanto 
la defensa como el fiscal recopilan pruebas.  
 
4. Luego se presenta la acusación, etapa en la cual la defensa puede conocer las pruebas 
con las que cuenta la Fiscalía (artículos 339 y ss. de la Ley 906).  
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5. Se realizan los actos preparatorios del juicio oral con la audiencia de formulación de 
acusación y la audiencia preparatoria (artículos 356 y ss. de la Ley 906).   
 
6. Juicio Oral. Tal como se reconoce en esta sentencia, en la fase investigativa no puede 
hablarse propiamente de “pruebas”, porque adquieren esta connotación sólo en el debate 
público.  Por lo tanto, el juicio oral se constituye “en el centro de gravedad del proceso 
penal”. 
 
Hay que tener claro que el proceso penal contemplado en la Ley 906 de 2004, tiene una 
filosofía acusatoria diferente al anterior “debido a que la concepción del proceso penal 
como proceso de partes involucra justamente las nociones de la duda (decisión más allá 
de toda duda razonable), en calidad de variables que son incontrolables por parte del 
fiscal si la actividad de la defensa es lo suficientemente profesional como para quitarle 
piso a una acusación (…).  Los conceptos penales nuevos, creados por la Ley 906 de 
2004, requieren una adaptación en la teoría de la responsabilidad administrativa debido a 
que el proceso penal está más librado a las partes que al propio Estado en la 
demostración de la responsabilidad penal” 
 
Por lo tanto, no puede pretenderse que el fiscal desde el comienzo del proceso pueda 
definir a ciencia cierta sobre la responsabilidad del investigado, porque existe un debate 
probatorio para tratar de establecer la verdad de los hechos y es al juez a quien le 
corresponde integrar todo el material probatorio y decidir según los principios de 
hermenéutica jurídica en materia penal, pues tanto es así que hasta en el juicio oral puede 
solicitar la absolución del investigado, sin llegar a incurrir en falla alguna, toda vez que 
como se ha venido mencionado todos los procedimientos se hacen bajo la dirección, 
orientación y visto bueno del juez de garantías o de conocimiento según sea la etapa del 
proceso. 
 
FALTA DE LEGITIMACION MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA:  
Frente a la detención de acuerdo a lo previsto por el actual sistema penal acusatorio cuyo 
procedimiento regula la Ley 906 de 2004, la Fiscalía General de la Nación es quien asume 
el papel acusador frente a conductas punibles, más no es quien determina las medidas 
restrictivas de la libertad de los imputados, siendo este el fundamento principal que 
conlleva a que el presente caso la Fiscalía quede EXIMIDA de responsabilidad frente a 
una detención calificada por los solicitantes como falla del servicio, pues la legalidad fue 
avalada por el respectivo juez competente. 
 
El sistema penal acusatorio vigente en casos como el que nos ocupa, impide que sea la 
Fiscalía quien decida sobre la detención, al punto que, como se vislumbra de la norma 
jurídica y lo enseñado por la jurisprudencia, la solicitud del fiscal de imponer medida de 
aseguramiento privativa de la libertad debe ser avalada y controlada por el Juez de 
Garantías, y posteriormente también advierte la eventual responsabilidad de éste y del 
juez de conocimiento en una posible irregularidad. Así lo advierte la Honorable Corte 
Constitucional, quien con ocasión de una demanda de inconstitucionalidad en la que se 
examinaron las características esenciales de la figura del juez de control de garantías, 
señaló: 
 

(…) “En este contexto, la institución del juez de control de garantías en la estructura del 
proceso penal es muy importante, como quiera que a su cargo está examinar si las 
facultades judiciales ejercidas por la Fiscalía se adecúan o no a sus fundamentos 
constitucionales y, en particular, si su despliegue ha respetado o no los derechos 
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fundamentales de los ciudadanos.  En ejercicio de esta competencia, los efectos de la 
decisión que adopte el juez están determinados como a continuación se explica. Si 
encuentra que la Fiscalía ha vulnerado los derechos fundamentales y las garantías 
constitucionales, el juez a cargo del control no legitima la actuación de aquella y, lo que es 
más importante, los elementos de prueba recaudados se reputan inexistentes y no podrán 
ser luego admitidos como prueba, ni mucho menos valorados como tal. En consecuencia, no 
se podrá, a partir de esa actuación, llevar a cabo la promoción de una investigación penal, 
como tampoco podrá ser llevada ante el juez de conocimiento para efectos de la promoción 
de un juzgamiento; efectos éstos armónicos con la previsión del artículo 29 superior, 
conforme al cual es nula de pleno derecho toda prueba obtenida con violación del debido 
proceso. Por el contrario, si el juez de control de garantías advierte que la Fiscalía, en 
ejercicio de esas facultades, no ha desconocido los límites superiores de su actuación, 
convalida esa gestión y el ente investigador podrá entonces continuar con su labor 
investigativa, formular una imputación, plantear una acusación y pretender la condena del 
procesado.  Es cierto que en este supuesto la facultad del juez de control de garantías no 
implica un pronunciamiento sobre las implicaciones que los elementos de prueba recaudados 
tengan sobre la responsabilidad del investigado ya que ésta será una tarea que se adelanta 
en el debate público y oral de la etapa de juzgamiento. (…)”. 
 
Ante el juez de conocimiento, por su parte, se presenta el escrito de acusación con el fin de 
dar inicio al juicio público, oral, con inmediación de la prueba, contradictorio, concentrado y 
con todas las garantías; se solicita la preclusión de la investigación cuando según lo 
dispuesto en la ley no hubiere mérito para acusar; y se demanda la adopción de las medidas 
judiciales necesarias para la asistencia a las víctimas”. Sentencia C-1092 de 2003, M.P. Dr. 
Álvaro Tafur Galvis. 

 
Conforme a las anteriores enseñanzas y a otras similares que están recogidas en las 
sentencias C-873 de 2003, C-591 de 2005 y C-730 de 2005, que refieren a los elementos 
esenciales y las principales características del nuevo sistema de investigación, acusación y 
juzgamiento en materia penal, introducido mediante el acto legislativo 03 de 2002, que 
reformó los artículos 116, 250 y 251 de la Constitución, se concluye que ya la Fiscalía no 
puede resultar responsable por los daños antijurídicos que se le imputen por “detención 
injusta”, sencillamente porque esta Entidad no es la encargada de asegurar la 
comparecencia al proceso de los presuntos infractores de la ley penal. En el último fallo 
aludido (sentencia C-730 de 2005), la Corte Constitucional dijo que la Fiscalía General de 
la Nación, “ahora únicamente puede solicitar la adopción de dichas medidas al juez que 
ejerza las funciones de control de garantías, con la misma finalidad de asegurar la 
comparecencia de los imputados, así como para garantizar la conservación de la prueba y 
la protección de la comunidad, en particular de las víctimas. Se trata, así, de una 
atribución que ha sido trasladada por el constituyente a un funcionario judicial 
independiente”. 
 
Al respecto de la excepción propuesta cabe anotar que actualmente existen 
ocho (8) antecedentes jurisprudenciales favorables a la Fiscalía General de la 
Nación proferidos por el Honorable Consejo de Estado, veamos: 
 
1) Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de lo 
Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 24 de junio de 2015, 
expediente: 38.524, C.P. HERNAN ANDRADE RINCON, en el que manifiesta al 
respecto: 
 
“…En efecto, con la expedición de la Ley 906 de 2004 –Código de Procedimiento Penal – el 
legislador artículo el proceso penal de tal manera que buscó fortalecer la función investigativa de la 
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Fiscalía General de la Nación, como de instituir una clara distinción entre los funcionarios 
encargados de investigar, acusar y juzgar dentro de la acción penal, por lo que, suprimió del ente 
investigador- Fiscalía – la facultad jurisdiccional la cual venía ejerciendo por disposición del antiguo 
código de procedimiento penal- ley 600 de 2000. 
 
Así las cosas, a la luz de las nuevas disposiciones del procedimiento penal, la facultad jurisdiccional 
quedó en cabeza de la rama Judicial, razón por la cual, las decisiones que impliquen una privación 
de la libertad, son proferidas por los Jueces que tienen a su cargo el conocimiento del proceso 
penal, como en efecto ocurrió en este caso mediante el auto proferido el 18 de noviembre de 2005 
por el Juez Segundo Penal Municipal con Funciones de Garantías que decretó la medida de 
aseguramiento contra el actor. 
 
Así pues, en el sub examine las decisiones que llevaron a la privación de la libertad del señor Carlos 
Julián Tuñón Gálviz, si bien es cierto fueron solicitadas por la Fiscalía General de la Nación, lo cierto 
es que dicho ente no tenía la potestad del hoy actor, cosa que sí le correspondía a la Rama Judicial, 
por encontrarse dentro de sus funciones jurisdiccionales, razón por la cual, forzoso resulta concluir 
que en el presente asunto y, a la luz de las nuevas disposiciones penales, no es posible endilgarle 
responsabilidad alguna a la Fiscalía General de la nación, razón por la cual se confirmará su falta de 
legitimación en la causa por pasiva por la privación de la libertad del señor Carlos Julián Tuñón 
Gálviz…”.  
 
2) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de 
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 18 de abril de 
2016, expediente: 40217, C.P. CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA, en el 
que manifiesta al respecto: 
 
“…En efecto, con la expedición de la Ley 906 de 2004 –Código de Procedimiento Penal- el 
legislador articuló el proceso penal de tal manera que buscó fortalecer la función investigativa de la 
Fiscalía General de la Nación, como de instituir una clara distinción entre los funcionarios 
encargados de investigar, acusar y juzgar dentro de la acción penal, por lo que, suprimió del ente 
investigador –Fiscalía- la facultad jurisdiccional , la cual venía ejerciendo por disposición del antiguo 
código de procedimiento penal –ley 600 de 2000-.  
 
Así las cosas, a la luz de las nuevas disposiciones del procedimiento penal, la facultad jurisdiccional 
quedó en cabeza de la Rama Judicial, razón por la cual, las decisiones que impliquen una privación 
de la libertad son proferidas por los jueces que tienen a su cargo el conocimiento del proceso penal 
, como en efecto ocurrió en este caso en el que el 8 de diciembre de 2006, en audiencia de 
legalización de captura y de formulación de cargos, el Juzgado Tercero Penal Municipal de 
Barrancabermeja con Funciones de Control de Garantías decretó la medida de aseguramiento, 
consistente en detención preventiva, en contra del actor. 
 
Si bien la medida de aseguramiento que se le impuso al señor Diego Mauricio Molina fue solicitada 
por la Fiscalía General de la Nación, lo cierto es que este organismo no tenía la potestad de decidir 
sobre la privación de la libertad del actor, pues esta facultad le correspondía a la Rama Judicial 
(juez de control de garantías) por encontrarse dentro de sus funciones jurisdiccionales. 
 
En ese orden de ideas, forzoso resulta concluir que, a la luz de las nuevas disposiciones penales, no 
es posible endilgarle responsabilidad alguna a la Fiscalía General de la Nación, pues la decisión que 
causó la privación de la libertad del señor Diego Mauricio Molina fue proferida por la Rama 
Judicial…”. 
 

3) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de 
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 26 de mayo de 
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2016, expediente: 41573, C.P. HERNAN ANDRADE RINCON, en el que 
manifiesta al respecto: 
 
“…4. La falta de legitimación de la causa por pasiva de la Fiscalía General de la Nación 
 
Según se dejó indicado en los antecedentes de esta providencia, el libelo introductorio se dirigió 
contra la Fiscalía General de la Nación y la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial. Sobre el 
particular, la Sala estima necesario reiterar el criterio expuesto en sentencia proferida el 24 de junio 
de 2015, según el cual si bien cada una de las entidades demandadas ostentan la representación 
de la Nación en casos en los cuales se discute responsabilidad del Estado por hechos imputables a 
la Administración de Justicia. (inciso segundo artículo 49 de la ley 446 de 1.998 y numeral 8 del 
artículo 99 de la Ley 270 de 1,996), lo cierto es que las decisiones que se discuten en el presente 
litigio y que habrían ocasionado el daño por cuya indemnización se reclama, fueron proferidas por 
la Rama Judicial (representada por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial), razón por la 
cual una vez efectuado el recuento probatorio, se concretará si el aludido daño antijurídico 
reclamado se encuentra acreditado y, de estarlo, se establecerá si el mismo le resulta imputable a 
la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial, la cual fue debidamente notificada y representada. 
 
En efecto, con la expedición de la Ley 906 de 2004- Código de Procedimiento Penal- el legislador 
artículo el proceso penal de tal manera que buscó fortalecer la función investigativa de la Fiscalía 
General de la Nación, como de instituir una clara, distinción entre funcionarios encargados de 
investigar, acusar y juzgar dentro de la acción penal, por lo que, suprimió del ente investigador – 
Fiscalía – la facultad jurisdiccional, la cual venía ejerciendo por disposición de los códigos antiguos 
de Procedimiento Penal Decreto Ley 2700 de 1.991 y Ley 600 de 2000- 
 
Así las cosas, a la luz de las nuevas disposiciones del procedimiento penal, la facultad jurisdiccional 
quedo exclusivamente en cabeza de la Rama Judicial, razón por la cual las disposiciones que 
impliquen una privación de la libertad, son proferidas por los Jueces que tienen a su cargo el 
conocimiento del proceso penal, como en efecto ocurrió en este caso mediante auto proferido por 
el Juzgado Primero Penal Municipal de Armenia con funciones de control de garantías que declaro 
la legalidad de la captura, según se desprende del oficio No CCSJ-0095 expedido por la 
Coordinación del Centro de Servicios. 
 
Así pues en el asunto sub examine que llevo a la privación de la libertad del señor Pedro Pablo 
Molina, si bien es cierto fue solicitada por la Fiscalía General de la nación, lo cierto es que dicho 
ente no tenía la potestad de decidir sobre la privación de la libertad del ahora demandante, cosa 
que si le correspondía a la Rama Judicial, por encontrarse dentro de sus funciones jurisdiccionales, 
razón por la cual, forzoso resulta concluir que en el presente asunto y, a la luz de las nuevas 
disposiciones penales, no es posible endilgarle responsabilidad alguna a la Fiscalía General de la 
Nación…”.    
 
4) Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de lo 
Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 30 de junio de 2016, 
expediente: 41604, C.P. MARTHA NUBIA VELÁSQUEZ RICO, en el que 
manifiesta al respecto: 
 
“… (…) 
 
En el presente caso se encuentra que el objeto del debate tiene relación con la privación injusta de 
la libertad del señor Fabián Augusto Chica, tema respecto del cual la Sección Tercera del Consejo 
de Estado ha tenido la oportunidad de pronunciarse en muchas ocasiones, asunto en el que sea 
fijado una jurisprudencia consolidada y reiterada, motivo por el cual con fundamento en el artículo 
16 de la Ley 1285 de 2009, la Subsección se encuentra habilitada para resolver el presente asunto 
de manera anticipada. 
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(…) 
Esta situación claramente le permite a la Sala afirmar que el señor Fabián Augusto Chica no estaba 
en la obligación de soportar la privación de la libertad a la que fue sometido, desde el 21 de 
octubre de 2005 hasta el 30 de noviembre de la misma anualidad, por cuanto se encontró que este 
no cometió ningún delito, de ahí que el daño a él irrogado se torne en antijurídico y nazca la 
correlativa obligación de reparar el daño, según lo previsto en el artículo 90 de la Constitución 
Política, en este caso únicamente en cabeza de la Rama Judicial. 
 
Lo anterior, toda vez que la causa determinante de la restricción de la libertad padecida por el aquí 
demandante consistió en la medida de aseguramiento adoptada por el Juzgado Cuarto Penal 
Municipal de Armenia en Función de Control de garantías; circunstancia que, por si sola, no permite 
atribuirle responsabilidad a la Fiscalía general de la nación, por cuanto, de conformidad con el 
artículo 306 del Código de Procedimiento Penal vigente (Ley 906 de 2004), es el juez, quien luego 
de “escuchados los argumentos del Fiscal, el ministerio público, la víctima o su apoderado y la 
defensa”, valora los motivos que sustentan o no la medida de aseguramiento y determina la 
viabilidad de su imposición. 
 
En efecto, tal y como la ha expuesto de presente esta Subsección, con la expedición de la Ley 906 
de 2004, el legislador al estatuir en nuestro ordenamiento el Sistema Penal Acusatorio distinguió de 
manera clara y precisa en cabeza de quién recaen las funciones de investigar y acusar – Fiscalía 
General de la nación – y sobre quien radica la función de juzgar – Rama Judicial. 
 
Así las cosas, a la luz de las disposiciones consagradas en la normatividad procesal penal vigente, la 
facultad jurisdiccional se encuentra radicada única y exclusivamente en cabeza de la Rama Judicial, 
razón por la cual, los únicos que pueden tomar la decisión de privar a una persona de su libertad 
son los jueces, ya sean de conocimiento o en función de control de garantías, tal y como en efecto 
sucedió…”. 
 
5) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de 
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 14 de julio de 
2016, expediente: 42476, C.P. MARTA NUBIA VELASQUEZ, en el que manifiesta 
al respecto: 
 

“…Ahora bien, en relación con la responsabilidad que le cabe a las entidades demandadas debe 
decirse que en este caso únicamente se realizará en cabeza de la Rama Judicial. Lo anterior, toda 
vez que la causa determinante de la restricción de la libertad padecida por el aquí demandante 
consistió en la medida de aseguramiento adoptada por el Juzgado Primero Promiscuo Municipal en 
Función de Control de Garantías de La Tebaida; circunstancia que, por sí sola, no permite atribuirle 
responsabilidad a la Fiscalía General de la Nación, por cuanto, de conformidad con el artículo 306 
del Código de Procedimiento Penal vigente  (Ley 906 de 2004), es el juez, quien luego de 
“escuchados los argumentos del fiscal, el ministerio público, la víctima o su apoderado y la 
defensa”, valora los motivos que sustentan o no la medida de aseguramiento y determina la 
viabilidad de su imposición.  
 
En efecto, tal y como lo ha puesto de presente esta Subsección, con la expedición de la Ley 906 de 
2004, el legislador al estatuir en nuestro ordenamiento jurídico el Sistema Penal Acusatorio 
distinguió de manera clara y precisa en cabeza de quién recaen las funciones de investigar y acusar 
- Fiscalía General de la Nación- y sobre quién radica la función de juzgar -Rama Judicial-.  
 
Así las cosas, a la luz de las disposiciones consagradas en la normativa procesal penal vigente, la 
facultad jurisdiccional se encuentra radicada única y exclusivamente en cabeza de la Rama Judicial, 
razón por la cual, los únicos que pueden tomar la decisión de privar a una persona de su libertad 
son los jueces, ya sean de conocimiento o en función de control de garantías, tal y como en efecto 
sucedió…” 
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6) Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de lo 
Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 14 de julio de 2016, 
expediente: 42555, C.P. MARTHA NUBIA VELÁSQUEZ RICO, en el que 
manifiesta al respecto: 
 
“…Ahora bien, en relación con la responsabilidad que le cabe a las entidades demandadas debe 
decirse que en este caso únicamente se realizará en cabeza de la Rama Judicial. Lo anterior, toda 
vez que la causa determinante de la restricción de la libertad padecida por el aquí demandante 
consistió en la medida de aseguramiento adoptada por el Juzgado Primero Promiscuo Municipal en 
Función de Control de Garantías de La Tebaida; circunstancia que, por sí sola, no permite atribuirle 
responsabilidad a la Fiscalía General de la Nación, por cuanto, de conformidad con el artículo 306 
del Código de Procedimiento Penal vigente  (Ley 906 de 2004), es el juez, quien luego de 
“escuchados los argumentos del fiscal, el ministerio público, la víctima o su apoderado y la 
defensa”, valora los motivos que sustentan o no la medida de aseguramiento y determina la 
viabilidad de su imposición.  
 
En efecto, tal y como lo ha puesto de presente esta Subsección, con la expedición de la Ley 906 de 
2004, el legislador al estatuir en nuestro ordenamiento jurídico el Sistema Penal Acusatorio 
distinguió de manera clara y precisa en cabeza de quién recaen las funciones de investigar y acusar 
-Fiscalía General de la Nación- y sobre quién radica la función de juzgar -Rama Judicial-.  
 
Así las cosas, a la luz de las disposiciones consagradas en la normativa procesal penal vigente, la 
facultad jurisdiccional se encuentra radicada única y exclusivamente en cabeza de la Rama Judicial, 
razón por la cual, los únicos que pueden tomar la decisión de privar a una persona de su libertad 
son los jueces, ya sean de conocimiento o en función de control de garantías, tal y como en efecto 
sucedió…”. 
 
7) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de 
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Sentencia del 21 de julio de 
2016, expediente: 41608, C.P. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA, en el 
que manifiesta al respecto: 
 
“…Finalmente, respecto a la representación de la Nación por las entidades demandadas,  esta Sala 
debe expresar que a la Fiscalía General de la Nación no le resulta atribuible el daño alegado por la 
parte actora, pues, analizado el trámite procesal, en la participación de dicha entidad no logró 
evidenciarse una vulneración de los derechos de la parte demandante, puesto que no existen 
pruebas que demuestren que sus decisiones hayan sido la causa de la privación injusta de la 
señora Fernelly Arias Aristizábal, como quiera que si bien el ente acusador puso a disposición del 
Juez de Control de Garantías el material probatorio y su teoría del caso; fue este último quien 
conforme a las facultades que le otorga la normatividad y en ejercicio de la sana critica, quien 
consideró prudente imponer la medida de aseguramiento contra la mencionada señora Arias 
Aristizábal; por ende la  condena será impuesta únicamente en contra de la Rama Judicial.…”. 

 
8) Otro Pronunciamiento Realizado por el Honorable Consejo de Estado Sala de 
lo Contencioso Administrativo Sección Tercera, Subsección A, Sentencia del 26 
de abril de 2017, expediente: 47380, C.P. MARTHA NUBIA VELÁSQUEZ RICO, en 
el que manifiesta al respecto: 
 
“ (…) 
 
De otro lado, la Sala advierte que el daño causado a los demandantes le es imputable a la Rama 
Judicial, pues fue esta la autoridad que, por conducto del Juzgado Cuarto Penal Municipal de San 
Andrés de Tumaco con funciones de control de garantías, le impuso medida de aseguramiento al 
señor John Carlos Peña Vizcaya. 
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En efecto, la adopción y desarrollo en nuestro ordenamiento jurídico del Sistema Penal Acusatorio, 
mediante el acto legislativo 3 del 19 de diciembre de 200233 y la Ley 906 de 2004, implicó un 
replanteamiento de las facultades de la Fiscalía General de la Nación, al punto de relevarla de las 
que la habilitaban para "asegurar la comparecencia de los presuntos infractores de la ley penal, 
adoptando las medidas de aseguramiento, competencias que fueron asignadas a los Jueces de 
Control de Garantías, de ahí que la actuación del ente acusador se limite a la presentación de la 
solicitud en virtud de la cual la autoridad judicial debe resolver sobre estos asuntos. Al respecto, el 
numeral 1 del artículo 250 de la Constitución Política, prevé: 
 

"Artículo 250. La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la 
acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las características de un 
delito (...). Se exceptúan los delitos cometidos por Miembros de la Fuerza Pública en servicio 
activo y en relación con el mismo servicio. 
 
"En ejercicio de sus funciones la Fiscalía General de la Nación, deberá: 
 
"1. Solicitar al juez que ejerza las funciones de control de garantías las medidas necesarias 
que aseguren la comparecencia de los imputados al proceso penal35, la conservación de la 
prueba y la protección de la comunidad, en especial, de las víctimas. 
 
"El juez que ejerza las funciones de control de garantías, no podrá ser, en ningún caso, el 
juez de conocimiento, en aquellos asuntos en que haya ejercido esta función (...)" (Se 
destaca). 

 
En concordancia con lo anterior, el artículo 297 de la Ley 906 de 2004 señala que para '”a captura 
se requerirá orden escrita proferida por un juez de control de garantías con las formalidades legales 
y por motivos razonablemente fundados", decisión que, de manera excepcional, podrá ser 
adoptada por la Fiscalía General de la Nación, en los términos previstos en el artículo 300 ejusdem.  
 
A su vez, el artículo 306 del Código de Procedimiento Penal37 establece que los jueces penales con 
funciones de control de garantías se encuentran facultados para resolver, a petición del ente 
acusador o de la víctima, sobre la procedencia de las medidas de aseguramiento. 
 
Si bien la detención preventiva requiere de una petición previa del ente acusador o de la víctima, 
no es menos cierto que tal presupuesto no puede considerarse como la causa exclusiva y 
determinante de la privación de la libertad, porque carecen de la suficiencia para afectar este 
derecho, pues para esto se requiere de un mandato judicial proferido por el Juez de Control de 
Garantías, autoridad a la que le corresponde: i) valorar la evidencia física o los elementos 
materiales probatorios aportados por el solicitante y, ii) verificar si se cumplen o no los 
presupuestos de procedencia establecidos en los artículos 297 y 308 de la Ley 906 de 2004. 
 
Ahora, descendiendo al caso concreto, se colige que, en efecto, la decisión en virtud de la cual se 
restringió el derecho a la libertad del señor John Carlos Peña Vizcaya se profirió en el marco de las 
competencias asignadas a los Jueces de Control de Garantías dentro del Sistema Penal Acusatorio, 
circunstancias frente a las cuales no resultó determinante la actuación de la Fiscalía General de la 
Nación, pues su intervención se limitó a pedir que se decidiera sobre la procedencia de la 
aprehensión y la emisión de sentencia condenatoria, obligaciones que recaían en la Jurisdicción 
Ordinaria, especialidad penal, dada su condición de titular de la facultad sancionatoria del Estado 
frente a casos como el analizado, esto es, en aquellos en los que se vulneran los bienes jurídicos 
protegidos por la normativa penal -Ley 599 del 2000. 
 
De este modo, la Fiscalía General de la Nación, como en casos similares lo ha sostenido 
esta Subsección, no es la llamada a responder por los perjuicios reclamados por los 
demandantes, dado que estos, por las razones expuestas, le son imputables a la Rama 
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Judicial, lo que impone la modificación de la sentencia de primera instancia en lo que a 
este punto se refiere. (Negrillas y subrayado fuera de texto) 
 
 
De acuerdo a lo mencionado anteriormente podemos concluir que no hay nexo sustancial 
entre las partes con ocasión del presunto daño producido, es decir, la vinculación al 
proceso y privación de la libertad del convocante, pues estos hechos se dieron bajo la Ley 
906 y como ya se explicó es el juez quien avala la imputación hecha por la Fiscalía 
y en consecuencia determina la viabilidad o no de imponer la medida de 
aseguramiento. 
 
GENÉRICAS: Se solicita se declare toda excepción cuyos presupuestos fácticos o jurídicos 
se determinen en el proceso. 
 
Sean las anteriores razones suficientes por las que respetuosamente me permito replicar a 
la señora Juez, para que se procure un fallo que deniegue todas y cada una de las 
declaraciones y condenas solicitadas en la demanda. 
 

ANEXOS: 
 

 Poder para actuar. 
 Fotocopia de la resolución de nombramiento y del acta de posesión de la 

Coordinadora de la Dirección Jurídica.   

 Fotocopia autenticada de la Resolución N° 0-0303 del 20 de marzo del 2018. 
 Fotocopia de la resolución de nombramiento y del acta de posesión de la suscrita. 

 
NOTIFICACIONES: 

 
Las recibiré en la Calle 40 N° 44 - 80, Edificio Lara Bonilla Piso 12° Dirección de Asuntos 
Jurídicos de la Fiscalía General de la Nación Seccional Barranquilla, en la Secretaría del 
Juzgado y en los correos electrónicos jur.notificacionesjudiciales@fiscalia.gov.co y 
yeimi.navas@fiscalia.gov.co 
 
De la señora Juez, 
 

 
 

YEIMI ALEJANDRA NAVAS SUAREZ 
C. C. No. 1.098.286.458 EXP Matanza S/der 
T. P. No. 333.550 del C. S. de la J.  
(14/06/2022) 
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